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BOLETÍN JURÍDICO 
Número 42– Linares, abril de 2024 

LEY DE SEGURIDAD PRIVADA  
La ley 21.659 tiene por objeto establecer un 
nuevo régimen jurídico que regule de manera 
orgánica los distintos aspectos que comprende la 
seguridad privada. De esta forma, se busca 
enfrentar el crecimiento de esta industria y la 
falta de una normativa específica en este ámbito 
dentro del ordenamiento jurídico de nuestro 
país. 
    Para esto, en primer lugar, define seguridad 
privada como el conjunto de actividades o 
medidas de carácter preventivas, coadyuvantes 
y complementarias de la seguridad pública, 
destinadas a la protección de personas, bienes y 
procesos productivos, desarrolladas en un área 
determinada y realizadas por personas naturales 
o jurídicas de derecho privado, debidamente 
autorizadas en la forma y condiciones que 
establece esta ley. 

    No obstante lo anterior, estatuye las 
actividades que serán consideras como 
especialmente de seguridad privada, tales como; 
vigilancia, protección y seguridad de 
establecimientos, así como de las personas o 
bienes que puedan encontrarse en ellos, y la 
custodia y transporte de valores. Del mismo 
modo, se establecen otras actividades de 
seguridad privada, como lo son: la instalación y 

mantenimiento de aparatos, equipos, 
dispositivos, componentes tecnológicos y 
sistemas de seguridad electrónicos, entre otros. 

    Además, en relación al rol que le corresponde 
a la seguridad privada en materia de seguridad 

pública, la ley señala que deben cumplir con un 
rol preventivo, coadyuvante y complementario. 

Lo que trae aparejado una serie de obligaciones, 
como lo es; coordinar sus actividades de 
seguridad con Carabineros de Chile, denunciar 
todo hecho que revista caracteres de delito 
dentro de un plazo determinado, respetar y 
proteger los derechos humanos y libertades 
fundamentales, con especial atención a quienes 
se encuentren en situación de vulnerabilidad. 
Asimismo, prescribe la prohibición al personal 
de las Administración del Estado de realizar este 
tipo de actividades, con algunas excepciones que 
la propia ley indica. 

    En otro ámbito, la norma establece que las 
entidades de carácter público o privado cuyas 
actividades puedan generar un riesgo para la 
seguridad pública se encontrarán obligadas a 
mantener las medidas de seguridad privada que 
la ley detalla. Se fija el procedimiento para 
declarar una entidad como obligada, los medios 
para su impugnación, así como los requisitos y 
contenidos del estudio y medidas de seguridad 
con las que estas entidades deben contar. Para su 
aplicación, la ley mandata a que se regule vía 
reglamento el nivel de riesgo de estas entidades 
en una escala de bajo, medio y alto, 
considerando criterios como el tipo de actividad 
que desarrolle, la localización del 

establecimiento, las características de su entorno 
o funcionamiento, entre otros. 

    Bajo la exigencia de un sistema de vigilancia 
privada, define la figura del vigilante privado, 
dispone cuáles son los requisitos con los que 

debe contar, y establece que deberán portar 
armas de fuego en el ejercicio de sus funciones, 
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pero exclusivamente durante su jornada de 
trabajo y solo dentro del recinto o área para el 
cual fueron autorizados. Permitiendo además 
que puedan portar y utilizar armamento no letal 
en los mismos términos, y prohibiendo 
desempeñar funciones de vigilante privados 
fuera de los casos contemplados por la presente 
ley. 

    Del mismo modo, se regulan en esta norma las 
empresas de seguridad privada, definiéndolas y 
prescribiendo que estas empresas solo podrán 
actuar si se encuentran autorizadas por la 
Subsecretaria de Prevención del Delito y 
cumplan con una serie de requisitos, dentro de 
los que se destacan; encontrarse legalmente 
constituidas y tener por objeto social alguna de 
las actividades consideradas como 
especialmente de seguridad privada, por citar 

algunos. Se establecen además las obligaciones 
que deben cumplir, dentro de las que se 
encuentran; mantener bajo reserva toda 
información que dispongan o que les sea 
proporcionada en razón de los servicios que 
prestan, cumplir con las normas e instrucciones 
generales que dicte la autoridad en esta materia, 
y elaborar periódicamente informes con el 
contenido establecido en la ley. 

    Por otro lado, se establece que el Ministerio 
encargado de la Seguridad Pública, a través de 
la Subsecretaría de Prevención del Delito, será la 
autoridad responsable de supervisar, controlar y 
fiscalizar la seguridad privada. En atención a 
esto, la ley señala que las personas naturales o 
jurídicas que presten servicios de seguridad 
privada quedaran sujetas a las normas e 
instrucciones impartidas por dicho Ministerio 
para la ejecución de sus actividades. Esto sin 
perjuicio de las demás atribuciones de 
fiscalización que la ley atribuye a Carabineros de 
Chile, y a las autoridad institucional respectiva 
en recintos portuarios, aeropuertos u otros 

espacios sometidos a autoridad militar, 
marítima o aeronáutica. 

    Además de lo expuesto, la ley crea una 
regulación sistemática de eventos masivos, 
estableciendo el objeto de su regulación, así 
como los derechos y deberes de sus asistentes y 
los deberes de sus organizadores, entre otros 
aspectos. Igualmente define y reglamenta el 
transporte de valores, las empresas de seguridad 
electrónica, a los guardias de seguridad, y 
establece una regulación general aplicable a 
todas las personas naturales que ejercen labores 
de seguridad privada. 

    De igual modo, consagra las infracciones a esta 
ley, las que pueden ser leves, graves o 
gravísimas, y sus respectivas sanciones, que se 
gradúan según la escala antes mencionada, 
variando entre 15 a 13.500 UTM, según sea su 
gravedad y otros factores que la ley determina. 
Así mismo, regula el procedimiento 
correspondiente en esta materia ante los 
juzgados de Policía Local. 

    Por su parte, la ley dispone la derogación - bajo 
reglas especiales de vigencia- del decreto ley N° 3607, 
de 1981, que deroga decreto ley N° 194, de 1973, y 
establece nuevas normas sobre funcionamiento de 
vigilantes privados, y de la ley N° 19.303,  que 
establece obligaciones a entidades que indica, en 
materia de seguridad de las personas. Asimismo, 
bajo el Título VIII, se contempla una serie de 
modificaciones a otros cuerpos legales con el 
propósito de adecuar sus disposiciones a esta nueva 
regulación, siendo las normas impactadas el Código 
Procesal Penal, Código Penal y la ley N° 18.290 de 
Tránsito. 
    Finalmente, la presente ley entrará en vigencia seis 
meses después de la publicación en el Diario Oficial 
del último de sus reglamentos complementarios, sin 
perjuicio algunas excepciones que la propia ley 
establece. 

Fuente: Biblioteca del Congreso Nacional 

http://www.sergioarenasabogado.cl/


SERGIO ARENAS BENAVIDES 

Abogado 
 

 

 

Independencia 571 – Linares – 995459643 – www.sergioarenasabogado.cl  

LEY MARCO DE  CIBERSEGURIDAD

     La ley 21.663 tiene por objeto regular la normativa 

general aplicable a las acciones de ciberseguridad de 

los organismos del Estado, ya sea entre ellos o con 

entidades privadas. Asimismo, establece los 

requisitos mínimos para enfrentar incidentes de 

ciberseguridad, las atribuciones y obligaciones de los 

organismos del Estado, los deberes de las 

instituciones determinadas en la ley, como asimismo 

los mecanismos de control, supervisión y 

responsabilidad frente a infracciones. 

    En miras de lo anterior, la ley define qué se debe 

entender por activo informático, auditorias de 

seguridad, ciberataque, ciberseguridad, e incidente 

de ciberseguridad, entre otras. Del mismo modo, 

establece principios rectores claves para su objeto, 

entre los que destacan; el principio de control de 

daños, el principio de cooperación con la autoridad, 

el principio de coordinación, y el principio de 

seguridad en el ciberespacio, por mencionar algunos 

de ellos. 

    En ese orden de ideas, se crea la Agencia Nacional 

de Ciberseguridad (la Agencia), un servicio público 

funcionalmente descentralizado, dotado de 

personalidad jurídica y patrimonio propio, de 

carácter técnico y especializado, cuyo principal 

objeto será asesorar al Presidente de la Republica en 

materias propias de ciberseguridad. No obstante, 

goza de diversas atribuciones, tales como; dictar 

protocolos y estándares de ciberseguridad, aplicar e 

interpretar administrativamente las disposiciones 

legales y reglamentarias de esta materia, coordinar y 

supervisar al Equipo de Respuesta a Incidentes de 

Seguridad Informática (CSIRT) y los demás 

pertenecientes a la Administración del Estado, y 

crear y administrar un Registro Nacional de 

Incidentes de Ciberseguridad. 

    Por otro lado, la ley estatuye su ámbito de 

aplicación, señalando que se aplicará a las 

instituciones que presten servicios calificados como 

esenciales según lo establecido en su articulado. 

Dentro de aquellos servicios se comprende a los 

provistos por los organismos de la Administración 

del Estado y por el Coordinador Eléctrico Nacional, 

los prestados bajo concesión de servicio público y los 

provistos por instituciones privadas que realicen las 

actividades señaladas en la norma. Sin perjuicio de lo 

señalado, se permite que la Agencia califique 

mediante resolución fundada de su Director 

Nacional otros servicios como esenciales cuando su 

afectación puedan causar daños importantes a la 

integridad de las personas, al normal 

funcionamiento de la sociedad y/o de la 

Administración del Estado, al medioambiente, a la 

defensa nacional, o a la seguridad y el orden público, 

entre otras graves afectaciones calificas por la ley. 

    Del mismo modo, se establece que lo dispuesto 

también será aplicable a aquellas instituciones 

calificadas como operadores de importancia vital, 

según lo establezca el o la Directora Nacional de la 

Agencia. Para aquello, se regula el procedimiento 

pertinente para tal calificación; siendo necesario que 

la provisión de sus servicios dependan de las redes y 

sistemas informáticos, y que la perturbación de sus 

servicios tenga un impacto significativo en la 

seguridad y el orden público, en la provisión de 

servicios esenciales, y el efectivo cumplimiento de las 

funciones del Estado o, en general, de los servicios 

que éste debe proveer. 

    En línea con lo anterior, se fijan deberes específicos 

para los operadores de importancia vital, dentro de 

los que se encuentran, el implementar un sistema de 

gestión de la información continuo, elaborar e 

implementar planes de continuidad operacional y 

ciberseguridad, y realizar continuamente 

operaciones de revisión, adoptar medidas oportunas 

y expeditas necesarias para reducir el impacto y la 

propagación de un incidente de ciberseguridad. Con 

todo, se prescriben deberes generales para las 

instituciones obligadas por la presente ley, obligando 

de manera general a aplicar de manera permanente 
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medidas para prevenir, reportar y resolver 

incidentes de ciberseguridad. 

    En complemento de la Agencia, se crea el Consejo 

Multisectorial sobre Ciberseguridad (el Consejo), un 

órgano de carácter consultivo que tiene como objeto 

asesorar y formular recomendaciones a la Agencia en 

el análisis y revisión periódica de la situación de 

ciberseguridad del país, en el estudio de las 

amenazas existentes y potenciales en el ámbito de 

ciberseguridad, y proponer medidas para 

abordarlas. Asimismo se crea el Equipo Nacional de 

Respuesta a Incidentes de Seguridad Informática 

(CSIRT Nacional) encargado, entre otras funciones, 

de responder a ciberataques o incidentes de 

ciberseguridad cuando éstos sean de efecto 

significativo, supervisar incidentes a escala nacional, 

y realizar entrenamiento, educación y capacitación 

en materia de ciberseguridad. 

    Además, se constituye el Equipo de Respuesta a 

Incidentes de Seguridad Informática de la Defensa 

Nacional (CSIRT de la Defensa Nacional), órgano 

dependiente del Ministerio de Defensa Nacional 

encargado de la vigilancia de las redes y sistemas del 

mencionado Ministerio y de los servicios esenciales 

para la defensa nacional, sin perjuicio de las demás 

tareas encomendadas para resguardar la defensa y 

seguridad nacional. Además, se crea el Comité 

Interministerial sobre Ciberseguridad (el Comité) 

que tiene por objeto asesorar al Presidente de la 

Republica en materias de ciberseguridad relevantes 

para el funcionamiento del país y la Red de 

Conectividad Segura del Estado (RCSE) encargada 

de proveer servicios de interconexión y conectividad 

a internet a los organismos de la Administración del 

Estado señalados por la ley. 

    Por otro lado, se establece que los antecedentes, 

datos e información en poder de la Agencia y los 

CSIRT, ya sea de nivel Nacional o de Defensa, así 

como los de otros organismos estatales o su personal, 

se considerarán secretos y de circulación restringida. 

Estatus que también se aplicará a la información que 

el personal de estos organismos adquiera en el 

ejercicio de sus funciones, a las matrices de riesgos 

de ciberseguridad, planes de continuidad 

operaciones y de desastres, entre otras hipótesis. Las 

infracciones a estas obligaciones serán sancionadas 

según las respectivas normas del Código Penal.  

    Al respecto, la autoridad sectorial será la 

competente para fiscalizar, conocer y sancionar las 

infracciones, así como ejecutar las sanciones según la 

normativa sobre ciberseguridad que hubiere dictado. 

Fuera de dichos casos, le corresponderá a la Agencia 

dicho rol ante las infracciones a la presente ley. En 

ese sentido, la norma consagra que las infracciones 

en comento pueden ser leves, graves o gravísimas, y 

que sus respectivas sanciones, que se gradúan según 

la escala antes mencionada, varían entre 5.000 a 

40.000 UTM, según sea su gravedad. Para la 

aplicación de aquello, se regula además el 

procedimiento correspondiente en esta materia. 

    Como régimen especial se estatuye que los órganos 

autónomos constitucionales, como el Senado, la 

Cámara de Diputadas y Diputados, el Poder Judicial, 

Contraloría, entre otros, no se encuentran sujetos a la 

regulación, fiscalización o supervigilancia de la 

Agencia. 

    Por su parte, se introducen modificaciones a la ley 

N° 20.424, estatuto del Ministerio de Defensa 

Nacional y a la ley N°21.459, que establece normas 

sobre delitos informáticos. 

    Finalmente, se señala que el Presidente de la 

Republica deberá dictar, en el plazo de un año 

contado desde su publicación en el Diario Oficial, las 

normas necesarias para determinar, entre otras 

cosas, el periodo para la entrada en vigencia de las 

normas establecidas por la presente ley, el que no 

podrá ser inferior a seis meses desde su publicación.. 
Fuente: Biblioteca del Congreso Nacional
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Ley de Protección a las Turberas
     La ley 21.660 tiene como finalidad la protección de 
las turberas para preservarlas y conservarlas como 
reservas estratégicas para la mitigación y adaptación 
al cambio climático, regular el recurso hídrico, 
conservar la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos que proveen, como asimismo, la 
prohibición de extracción de turba en todo el 
territorio nacional. 

    En este mismo orden de ideas, la ley regula el 
manejo sustentable de la cubierta vegetal de musgo 
Sphagnum magellanicum a través de planes 
aprobados por el Servicio Agrícola y Ganadero, 
previo informe favorable del Servicio de 
Biodiversidad y Áreas Protegidas. 

    La conservación, preservación y restauración de 
las turberas, como también, la elaboración y 
aprobación de planes de manejo se regularán 
mediante un reglamento que deberá dictarse dentro 
del plazo de dos años contado desde la publicación 
de la presente ley. 

    El incumplimiento de esta ley será fiscalizado y 
sancionado por el Servicio de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas, de acuerdo a lo establecido en el título V 
de la ley 21.600, sin perjuicio de las potestades de 
fiscalización que le corresponde ejercer al Servicio 
Agrícola y Ganadero. 

    Finalmente, la ley determina la caducidad de pleno 
derecho, al transcurrir el tiempo de vida útil 
declarado en el proyecto, de las resoluciones de 
calificación ambiental que autoricen la extracción o 
explotación de turba o cubierta vegetal. Además 
indica que los planes de cosecha vigentes a la fecha 
de publicación de esta ley, seguirán generando todos 
sus efectos, debiendo los titulares cumplir con las 
condiciones aplicables a los planes de manejo 
sustentable de acuerdo a lo establecido en el artículo 
4 de esta ley. 

Fuente: Biblioteca del Congreso Nacional

RESUMEN DE JURISPRUDENCIA 

Tribunal Constitucional, rol 15.276-2024 

Requerimiento por inconstitucionalidad de artículo de 
proyecto de ley sobre medidas para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia en contra de las mujeres, rechazado – 
concepto “sexista” refiere a un tipo de discriminación, que 
debe evaluarse en el contexto del tiempo y la situación fáctica, 
tanto por la doctrina como por la jurisprudencia -  la libertad 
de enseñanza de los padres no implica inculcar cualquier tipo 
de información o valoración, sino solo las que conduzcan al 
pleno desarrollo de la persona de sus hijos, por lo que no 
pueden inculcarse ideas racistas, xenófobas, sexistas o de 
discriminación. 

La inconstitucionalidad denunciada no es real, 
entonces, porque el término educación “no sexista” 
admite una interpretación muy razonable y obvia, 
como “contraria al sexismo”, y sexismo, en su sentido 
literal, y además natural y obvio, se define como 
discriminación entre las personas en razón de su sexo. 

Esta es, desde luego, la definición del Diccionario de la 
Real Academia Española de la Lengua, pero si no se 
quiere acudir a él se llega al mismo resultado por 
simple paralelismo lógico, porque la palabra sexismo, 
dada su estructura, se emparenta con racismo, con 
antisemitismo, o con edadismo, término este último 
que (según el diccionario, nuevamente) significa 
discriminación por razón de edad. Ahora bien, lo que 
ocurre es que la palabra “discriminación”, que tampoco 
está definida, a su vez admite interpretaciones 
variadas, de suerte que puede verse solo como la 
directa imposición de reglas desiguales arbitrarias, 
basadas en el prejuicio, o puede ampliarse y cubrir 
también fórmulas más sutiles, patrones conductuales, 
de lenguaje, de estereotipos, etc., así que cuál sea el 
límite tampoco es claro, y también puede llegarse, por 
esa vía, a extremos. Sin embargo nadie diría que por esa 
razón pueda afirmarse a priori que la proscripción de la 
discriminación por sexo, por raza, por edad, o por el 
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parámetro que se prefiera, sea inconstitucional y todos 
habremos de convenir en que será la jurisprudencia, 
quien delimitará sus contornos, cuidando de 
conformarlos a los límites constitucionales. Así por 
ejemplo, ¿es discriminatorio (¿es edadismo?) restringir 
la entrega de permiso de conducir vehículos 
motorizados a adultos mayores a partir de determinada 
edad? ¿Lo es el disponer el retiro o cese de funciones de 
determinados cargos, por razón de edad? Como es 
obvio, la ley no puede responder a todas esas 
preguntas, ni a muchas otras de similar factura, 
mediante una definición acabada de lo que se deba 
entender por discriminación. O por racismo, o por 
edadismo…, o por sexismo. Antes al contrario, el 
sujetar esos términos a definiciones rígidas sí que 
podría plantear problemas mayores, y por eso es que 
esas definiciones  toca darlas a la doctrina y a la 
jurisprudencia, que van evolucionando con el tiempo y 
las costumbres, y no a la ley, que permanece fija hasta 

que se modifica o deroga. (cons. 7). 

En efecto, el numeral 10 del artículo 19 en examen, 
luego de enunciar que lo asegurado es el derecho a la 
educación, señala cuál es el objeto de este derecho, y al 
efecto indica que se trata de propender al “pleno 
desarrollo de la persona en las distintas etapas de su 
vida”. Así pues, el derecho preferente de los padres (y 
el deber) de educar a sus hijos tiene ese objetivo; luego, 
los padres a lo que tienen derecho no es a inculcar 
cualquier tipo de información o de valoración, sino solo 
unas que coadyuven al pleno desarrollo de la persona 
de sus hijos, lo que excluye un supuesto derecho a 
inculcar ideas supremacistas o de minusvalía, o, en fin, 
discriminatorias de cualquier clase, porque todo ello, en 
el contexto de una sociedad democrática de derecho, 
limita y deforma el desarrollo personal, en lugar de 
protegerlo. Los padres, entonces, al amparo de esta 
garantía no pueden justificar un supuesto derecho a 
enseñar a sus hijos ideas racistas, xenófobas, sexistas o 
que en cualquier forma constituyan expresiones de 
discriminación. Por supuesto, es un terreno gris o 
difuso determinar qué sea aquello que contribuya y qué 
se oponga a ese desarrollo personal pleno, y desde 
luego hay áreas en que habrá legítimos desacuerdos 
(por ejemplo el ámbito religioso), y allí en general serán 
los padres los que deberán decidir, y nada en el 
proyecto impide aquello, pero el límite está dado por 
los valores recogidos en la propia Constitución, tales 
como la dignidad y la igualdad de derechos –y de valía, 

por ende- entre las personas. El sexismo, entendido de 
la manera razonable en que también cabe hacerlo 
respecto de la discriminación, según lo expuesto en 
nuestros motivos anteriores, es una forma de atentado 
a la igualdad en dignidad y derechos de las personas, y 
por eso no es verdad que su proscripción, o la orden de 
propender a deconstruirlo en el proceso de la educación 
formal, atente contra el derecho de los padres a educar 
a sus hijos: no existe el derecho a formar a los hijos en 
el prejuicio y en la desvaloración de otros, o de sí 
mismos, porque eso se contrapone al objetivo 
constitucionalmente acordado para el proceso de 
educación, según reza el propio precepto que garantiza 

ese derecho. (c. 20). 

Fuente: Tribunal Constitucional 

Corte Suprema, rol 4.312-2022 

Recurso de casación en el fondo, rechazado – contenido del 
contrato determina las obligaciones del contratante – 
obligaciones de medio y de resultado, se diferencian si sólo se 
exige cumplir una tarea o además tener un resultado 
determinado – en la demanda sólo se señala la existencia de 
los contratos, sin señalar si las obligaciones eran de medio o 
resultado – se pretende ampliar la responsabilidad de 
demandados a casos no cubiertos por el contrato – el daño 
producido no es culpa del actuar de los demandados, por lo 
que la demanda se rechazó. 

Previo a analizar las infracciones alegadas, resulta 
indispensable recordar que la Municipalidad 
demandante celebró cinco contratos previos 
directamente relacionados con el proyecto de pasarela, 
cuatro de los cuales fueron de servicios, y uno de venta, 
cuyo es el caso del contrato de construcción con Obras 
Especiales Navarra, Agencia en Chile, al tratarse de un 

contrato de construcción a suma alzada. 

De lo anterior se colige que las obligaciones que cada 
contratante asumió quedaron reducidas a aquellas que 
se pactaron en cada instrumento, no siendo, en 
consecuencia, aplicable una regla de extensión más allá 
de lo respectivamente acordado, sin que se alteren los 
hechos asentados por los jueces de la instancia (cons. 

14). 

Parte de la doctrina y de la jurisprudencia –influida por 
los autores franceses–, distingue entre obligaciones de 
medio y obligaciones de resultado. De acuerdo con las 
primeras, según lo entienden quienes estiman 
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concurrente esta distinción, el contenido de la 
obligación consiste en el despliegue de una actividad 
del deudor destinada a proporcionar la prestación 
comprometida, interés u objeto al acreedor. En otros 
términos, el cumplimiento de la obligación se traduce 
en un actuar diligente, aun cuando el objetivo final no 
se obtenga. Las obligaciones de resultado son aquellas 
en las que el deudor se obliga, de manera directa e 
inmediata, a la satisfacción de un interés del acreedor, 
mediante un resultado concreto y preciso. 

Tal distinción resulta confusa, desde que por 
naturaleza, todas las obligaciones se traducen en una 
prestación o en una abstención, de donde se sigue que 
en todas ellas hay una forma de satisfacer al acreedor. 

Lo cierto es que una distinción más adecuada, podría 
ser la de obligaciones medio y obligaciones fines. Así, 
en un contrato de construcción por administración, 
habrá proveedores entregando distintos materiales y 
un constructor final, que recibe estos materiales y 

entrega una obra terminada. 

En el caso sub lite, la confección de un proyecto de 
arquitectura es de por sí un resultado, pero no es ese el 
resultado específico que pretende el acreedor, sino que 
la construcción y entrega de la obra proyectada. De este 
modo, el plano es una obligación contenida en un 
contrato intermedio o medio –semejante a las 
obligaciones de medio–, y la construcción completa y 

habilitada es la obligación fin, de resultado. 

La distinción doctrinal apunta más bien a los casos de 
incumplimiento y a la carga de la prueba, a la luz de lo 
previsto en los artículos 1.547 y 1.698 del Código Civil: 
en las de medio, el mero incumplimiento genera 
responsabilidad; en las de resultado, la obligación está 
incumplida cuando el deudor no entrega al acreedor lo 
que se ha comprometido. En las obligaciones de medio, 
culpa e incumplimiento son lo mismo (cons. 15). 

Del análisis del recurso, confrontado con el resto del 
expediente y, en particular, con la demanda, esta Corte 
concluye que la distinción entre obligaciones de medio 
y de resultado, y la calificación de esta última aplicada 
a la prestación de los servicios de los demandados, es 

una alegación nueva”, releva. 

En efecto, en la demanda el actor sostiene que celebró 
dos contratos de prestación de servicios, con objetivos 
precisos: uno, el desarrollo de un proyecto de 

arquitectura, con contenido específico en materia de 
especialidades, y, el segundo, la revisión del cálculo del 

proyecto. 

En ningún momento, el demandante sostuvo que la 
obligación de una o de ambas demandadas sea de 
resultado, haciéndolo responsable de la entrega de una 
obra completa y terminada; es más, ni siquiera 
menciona esta distinción, sino que se limita a describir 
los incumplimientos contractuales atribuidos. 
En el recurso lo que se pretende es ampliar la 
responsabilidad de los demandados a materias que no 
se encuentran comprendidas en sus respectivos 
contratos, al punto de cambiar la naturaleza jurídica de 
ellos, de arquitectos –en un caso–, a proyectistas, lo que 
no fue objeto de la discusión en las instancias (c. 16). 

El artículo 2.012 del Código Civil determina que en 
subsidio de las reglas del arrendamiento de servicios 
inmateriales, se aplicarán las normas del mandato; los 
artículos 2.006 y 1.999 del mismo Código sostienen que 
hay lugar a indemnización de perjuicios cuando no se 
haya ejecutado lo convenido o se haya retardado su 
ejecución, y, finalmente, el artículo 1.553, Nº3 del 
mismo Código obliga a indemnizar los perjuicios 
resultantes de la infracción del contrato. 

Sentado que la causa del daño en estos autos fue el 
defecto en la construcción, actividad que ninguno de 
los dos demandados desarrolló, en nada influyen las 
disposiciones citadas en el recurso para alterar lo 
resuelto por los jueces del fondo, desde que no se ha 
asentado como hecho de la causa que aquellos eran 
responsables por haber incumplido sus respectivas 
obligaciones. 

Para que los hechos hubieran sido cambiados –
acreditando culpa o negligencia en los demandados, en 
su caso–, hubiera sido necesario alterar los 
presupuestos fácticos establecidos por los jueces del 
fondo, a través de acusar infracción a las leyes 
reguladoras de la prueba, cosa que no ha ocurrido. En 
atención a lo expuesto, el recurso tampoco podrá 

prosperar por el último capítulo de casación (c. 17). 

Fuente: Poder Judicial 

Corte Suprema, rol 106.718-2023 

Recurso de unificación de jurisprudencia, acogido – revoca 
sentencia de nulidad y confirma sentencia de primera 
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instancia que acogió demanda de indemnización por años de 
servicio y ordena restitución de aporte patronal a seguro de 
cesantía - si el término del contrato por necesidades de la 
empresa se declaró injustificado, simplemente no se satisface 
la condición para imputar al monto los pagos para el seguro 
de cesantía – beneficio de imputación patronal tiene carácter 
excepcional, debiendo demostrar realmente la necesidad 
económica de la empresa. 

En efecto, tanto la indemnización por años de servicio 
como la imputación de la parte del saldo de la cuenta 
individual por cesantía constituyen una consecuencia 
que emana de la exoneración prevista en el artículo 161 
del Código del Trabajo. Por ello, si el término del 
contrato por necesidades de la empresa se declaró 
injustificado, simplemente no se satisface la condición, 
en la medida que el despido no tuvo por fundamento 
real una de las causales descritas en el citado artículo 
13. Adicionalmente, se advierte que la interpretación 
contraria conlleva implícito un incentivo para que el 
empleador invoque una causal errada, validando un 
aprovechamiento del propio dolo o torpeza, puesto que 
un despido injustificado debido a una causal ilícita 
beneficiaría a quien lo practica. 

Por lo anterior, mal podría aceptarse la imputación a la 
indemnización si lo que justifica ese efecto se declara 
indebido; entenderlo de otra manera, tendría como 
consecuencia la atribución de validez a una conducta 
antijurídica, logrando así una inconsistencia, puesto 
que el despido sería impropio, pero el descuento 
mantendría su eficacia (cons. 4). 

El objetivo del legislador al establecer el inciso segundo 
del artículo 13 de la Ley N°19.728, fue favorecer al 
empleador enfrentado a problemas en relación con la 
subsistencia de la empresa, con una suerte de beneficio 

cuando debe responder de las indemnizaciones 
previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo. 

Es por ello que, tratándose de una prerrogativa 
patronal, tiene un carácter excepcional y es de 
aplicación restrictiva, por lo que solo procede si se 
configuran todos los presupuestos de procedencia de 
esta última disposición, esto es, si el despido es 
consecuencia real de las necesidades de la empresa, 
que, estando plenamente comprobadas, hacen 
inevitable la separación de uno o más dependientes, de 
manera que, cuando se declara judicialmente que tal 
decisión no fue demostrada y que la desvinculación, 
por tanto, tiene sustento en un propósito subjetivo, no 
es admisible la defensa que sostiene la continuidad de 
aquel derecho, puesto que la supresión de la causa que 
permite acceder al citado artículo 13, también afectará 
al consecuente que depende de la validez del despido, 
pretensión que, por lo dicho, carece de sustento 
normativo, derivándose, de todo lo anterior, que la 
rebaja pretendida por la recurrida es improcedente (c. 

5). 

Considerando las razones expuestas, son los 
sentenciadores de la Corte de Apelaciones de Santiago 
quienes incurren en yerro en la interpretación de los 
artículos 13 y 52 de la Ley N°19.728, por cuanto 
acogieron un recurso de nulidad improcedente 
aludiendo a un defecto ausente en la sentencia del 
grado, que en forma correcta ordenó la restitución de 
los fondos referidos, tras declarar injustificado el 
despido fundado en la causal de necesidades de la 
empresa, por lo que el deducido por la demandada 
debió rechazarse, como será declarado a continuación 
(c. 6). 

Fuente: Poder Judicial 
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